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Introducción

Los estudios sobre las finanzas de Santa Fe sin ser muy numerosos, sobre todo si los comparamos con la abundante historiografía que existe para otros casos, han relevado las cifras más gruesas sobre la fiscalidad.
 No obstante, este tema presenta múltiples aristas aún no abordadas que merecen un análisis más profundo, por ejemplo, acerca del ejercicio de la colecta impositiva. Este problema presenta dos caras muy visibles: por un lado, el examen de las distintas formas en que se cobraban los impuestos y, por otro, un estudio detallado sobre quiénes eran estos recaudadores. Cómo se realizaba la colecta, quiénes llevaban a cabo la recaudación, dónde se recaudaba son preguntas esenciales que contribuirían a echar luz sobre la historia fiscal de la provincia.

En esta ponencia se abordaran dichos interrogantes tomando como foco el departamento de San Gerónimo a fines de los años ’50 del siglo XIX. Si bien la figura central de la hacienda departamental era el receptor, otros agentes intervenían en la recaudación fiscal. En el mundo rural, fueron los comisarios de campaña a quienes se les encomendó esta tarea bajo las órdenes directas del juez de paz del departamento. 
La campaña fue el espacio más difícil de gestionar donde los jueces de paz y los comisarios de campaña disponían de un poder discrecional y hasta arbitrario. Estos actuaron como agentes del poder político, pero también como intermediarios entre el gobierno y sus comunidades.
 Constituyeron los personajes centrales del mundo rural, cuyas competencias iban desde las más estrictamente judiciales pasando por funciones políticas y también fiscales. 
En esta oportunidad el énfasis no recaerá sobre el análisis de los montos de la recaudación ni sobre las estrategias del Estado provincial para generar ingresos, sino en los esfuerzos volcados en obtenerlos. Se pondrá la atención en los recursos (leyes, decretos y demás medios) y los instrumentos (instituciones, grupos e individuos) de los que se valió la provincia para efectuar la recaudación fiscal. 
La primera parte del trabajo buscará examinar a las agentes que intervienen en las recaudación fiscal en San Gerónimo: receptor de hacienda, juez de paz, comisarios de campaña y también el comisarios general de campaña. Esta indagación en el tema exige una mirada que, sin desconocer los aspectos coactivos que los jueces de paz y comisarios de campaña representaban, aborde, al mismo tiempo, su desempeño como representantes de la hacienda provincial en la campaña. ¿Quiénes fueron las personas designadas para estos puestos? ¿Qué atributos pesaban más al momento de elegir al personal para ocupar dichos cargos? ¿Qué funciones cumplieron? Estas son algunas de las preguntas que guían este estudio. 

En la segunda parte se intentará mostrar que la dinámica forjada entre receptores, jueces de paz y comisarios de campaña fue, cuanto menos, compleja. La interrelación entre estos agentes en el ejercicio de sus tareas, donde la superposición de competencias era un hecho cotidiano, creaba vínculos entre ellos que iban desde mutua colaboración a la fuerte conflictividad, por el reconocimiento de su autoridad, por parte de los vecinos y los habitantes bajo su jurisdicción. 

El departamento de San Gerónimo hacia la segunda mitad del siglo XIX 
El departamento de San Gerónimo ubicado sobre el margen del Paraná, entre los ríos Coronda y Carcarañá, ocupaba unas 500 leguas cuadradas de las 3.650 leguas cuadradas que reconocía la provincia como parte de su jurisdicción.
 Se hallaba integrado durante la década de los ’50, por un único núcleo urbano, la villa de Coronda, y cinco distritos de campaña: Las Lomas, Barracas, Desmochados, Carcarañá abajo y Carcarañá arriba.
 

Este departamento contaba con una población, según el censo de la Confederación de 1858, de apenas 4.838 habitantes representando entonces el 11% del total de la población provincial. No obstante, al compás del crecimiento demográfico que vivió Santa Fe, su número prácticamente se triplicó alcanzando las 11.448 personas, de acuerdo al Censo Nacional de 1869, lo que representaba el 12,8% de la población de la provincia.
Para 1858, sólo el 22% de sus habitantes vivían en la villa, teniendo un fuerte peso la población rural que alcanzó el 78%. El mundo rural creció hacia 1869: la población rural pasó de 3.755 a 9.453 personas, mientras la población urbana pasó de 1.083 a 1.995 individuos.

Cuadro 1

Población urbana y rural de Santa Fe por departamento

	Censo
	Distritos
	Rosario
	San Gerónimo
	La Capital
	San José
	Fronteras
	Total

	
	
	Nº
	%
	Nº
	%
	Nº
	%
	Nº
	%
	Nº
	%
	Cantidad
	%

	1858
	Urbano
	11.541
	51,3
	1.083
	22,4
	6.102
	56,8
	513
	20,9
	-
	-
	19.239
	46,6

	
	Rural
	10.951
	48,7
	3.755
	77,6
	4.642
	43,2
	1.950
	79,1
	724
	100
	22.022
	53,4

	
	Total
	22.492
	100
	4.838
	100
	10.744
	100
	2.463
	100
	724
	100
	41.261
	100

	1869
	Urbano
	25.146
	54,3
	1.995
	17,5
	10.670
	49,8
	-
	-
	-
	-
	37.405
	41,9

	
	Rurales
	21.154
	45,7
	9.453
	82,5
	10.722
	50,2
	6.785
	100
	-
	-
	51.712
	58,1

	
	Total
	46.300
	100
	11.448
	100
	21.392
	100
	6.785
	100
	-
	100
	89.117
	100


Fuentes: Santa Fe, Censo de la Provincia, 1858, Registro Estadístico de la Población de la Provincia de Santa Fe (Confederación Argentina), Con sujeción al Censo Oficial levantado en abril de 1858 bajo la dirección de Juan José Gormaz y Carreras; copia manuscrita del original auténtico por Gabriel Carrasco, Buenos Aires (s/e.), 1900; Argentina, Primer Censo Nacional de la República Argentina, 1869, Buenos Aires, Imprenta El Porvenir, 1872.

En San Gerónimo, la incidencia la población extranjera fue minoritaria. Para 1858 sólo había en el departamento 67 extranjeros, alcanzando para 1869 los 730 extranjeros, un número igualmente bajo. No obstante, contaba con un cuantioso número de migrantes porteños (234), cordobeses (2.326), santiagueños (749), entre otros.

La principal actividad económica del departamento era la ganadería. San Gerónimo había sido un espacio estratégico de gran potencia para la producción de trigos para el abastecimiento de la ciudad de Santa Fe durante el período colonial y gran parte del siglo XIX, no obstante, a mediados del siglo XIX, se reunían allí centenares de hacendados que disponían de importantes planteles de vacunos. 

El trabajo realizado por Carina Frid muestra, mediante el análisis de los registros de la contribución directa de San Gerónimo entre 1858-1869, que en el departamento existían los niveles más altos de concentración de la riqueza provincial hacia fines de la década de 1860: reunía el 40% del padrón de los capitalistas más ricos de la provincia.
 
Debido a que tanto su población como su riqueza se concentró en los núcleos rurales, la optimización de la recaudación del hinterland rural era clave para mantener equilibradas las finanzas del departamento. Aunque lo tributado en San Gerónimo al erario provincial estaba muy por debajo de lo recaudado, por ejemplo en Rosario que prácticamente aportaba el 50% de los ingresos provinciales, se esperaba que fuera lo suficiente para mantener a la administración departamental que como se verá no era muy numerosa.

A la cabeza de la administración del departamento se hallaba el juez de paz máxima autoridad política que cumplía, al mismo tiempo, funciones judiciales. Entre sus actividades políticas debía hacerse cargo de participar en las elecciones: era el encargado de hacer circular los nombres de los candidatos, de convocar a elecciones, de controlar el nombramiento de las autoridades de mesa, de definir quienes estaban habilitados a votar y refrendar el escrutinio.
 Sus obligaciones como administrador de justicia eran: la actuación en caso de delito, aprehensión de delincuentes, toma de declaraciones y prisiones. Los jueces de paz debían oír y sentenciar en forma verbal todas las demandas y resoluciones que hicieran al orden y a la tranquilidad en el cuartel o distrito bajo su dependencia. Tenían además facultad de arrestar, hasta el término de ocho días, a los que no cumpliesen su mandato.
 Lo acompañaba en el juzgado un escribiente, encargado de auxiliarlo en el desarrollo de sus tareas y reemplazarlo en momentos de ausencia. 

El comisario de policía en el pueblo y  el Comisario General de campaña eran los encargados de imponer orden y vigilar a la población. El comisario general de campaña tenía entre sus tareas: supervisar los sumarios en la campaña, perseguir ladrones y remover a todos los vecinos perjudiciales, controlar el pago de contribuciones, evitar el contrabando.
 Estos estaban supeditados en su accionar al juez de paz del departamento a quien debían informar de todo lo acontecido en la campaña. Una de las tareas más importantes que debían cumplir era la de supervisar las actuaciones de los comisarios de distrito (y removerlos de su cargo en caso de considerarlo necesario). 
Bajo la dependencia de los jueces de paz se hallaban los comisarios de campaña nombradas para cada distrito rural. Los comisarios tenían entre sus funciones recorrer el distrito para: perseguir y apresar criminales, desertores y malentretenidos; procurar el orden de la campaña; hacer ejecutar y observar disposiciones acerca del juego; regular el funcionamiento de pulperías, la caza de animales y los usos de armas. 

La organización de la hacienda departamental de San Gerónimo
La construcción de un orden institucional fue una de las principales tareas del Estado.
 Para ello se requería no sólo de la dotación de una administración, como medio de lograr que el dominio efectivo del gobierno provincial fuera sobre esas tierras más reales, sino también montar una infraestructura acorde (delimitación de las superficies jurisdiccionales, conformación de catastros, establecimiento de vías de comunicación, etc.). Ambas cuestiones presuponían para la provincia la inversión de ingentes recursos financieros.
 El gobernador Simón Iriondo afirmaba: 
“…para el buen servicio de la administración, para que el gobierno pueda llenar con regularidad sus compromisos, y para el que pueblo pueda recibir un impulso poderoso en el camino del progreso, se necesitan los elementos, que solo la organización de la renta y su buena recaudación puedan proporcional al Estado...”.

El gobierno provincial dedicó cuantiosos esfuerzos en aumentar la renta a través de la sanción de las leyes impositivas y la optimización de recaudación fiscal. Se sancionó para 1855, junto a la ley de presupuesto, un reglamento impositivo donde se sentaron las bases tributarias. La aprobación de leyes impositivas fue un primer paso para regular el erario. El reglamento intentaba dar respuesta a algunas cuestiones fundamentales: cuáles eran los recursos con los que se contaba y qué valores podían cobrarse por los impuestos. No obstante, dos asuntos estuvieron ausentes del Reglamento: el modo en que los impuestos tenían que ser recaudados y quiénes debían hacerlo. 

El proceso de normativización fiscal requería, para ser efectivo, mejorar los canales de recaudación para asegurar la captación de los recursos. Aunque la gestión de leyes constituyó un avance importante y sentó las bases de un nuevo orden fiscal, era necesario reforzar los instrumentos institucionales.

La administración provincial de hacienda no cubría las expectativas del gobierno en cuanto a su funcionamiento. El gobernador Domingo Crespo en su mensaje a la Asamblea Legislativa sostenía que las dificultades del gobierno en el manejo de las finanzas mostraban: 
“….a cada paso los inconvenientes de un régimen cuyas instituciones son males unas, deficientes otras, é insuficientes todas para un orden regular…” y agregaba: “El sistema de recolección de rentas es incompatible con las exigencias de los intereses fiscales”.
 
Desde la sanción de la Constitución provincial (1841) y hasta la reforma del departamento de Hacienda (1863), la administración de hacienda provincial se constituía de una oficina central, la Colecturía General, y dos receptorías departamentales, una en San Gerónimo y la otra en Rosario. La Colecturía General era la encargada del manejo de las finanzas provinciales, el pago de salarios, la ejecución de los presupuestos y la centralización de la recaudación impositiva recibida de sus diferentes receptorías departamentales. A la cabeza se hallaba el Colector que era el encargado de supervisar todo lo tocante a las finanzas de la provincia, servir a la Comisaría de Guerra y fiscalía en las causas de contrabando, ejecutar los presupuestos y autorizar los libramientos de sueldos y de gastos.
 
La receptoría hacienda de San Gerónimo era la oficina donde se centralizaba la recaudación del departamento. Ésta se hallaba en manos de un receptor quien cobraba anualmente $240 de sueldo por su tarea.
 A diferencia del receptor de hacienda del departamento Rosario, que estaba acompañado en la oficina por un oficial 1º y un auxiliar que colaboraban con él en el desempeño de sus funciones por la que percibía un sueldo anual de $840, el receptor de San Gerónimo no contaba con auxiliares. 
Los receptores estaban a cargo de la caja de la receptoría, razón por lo cual debían llevar un libro en el cual anotar todos los movimientos de la caja en base al cual luego elaboraban las cuentas de los ingresos y los egresos departamentales.
 Las planillas de lo recaudado eran remitidas a la Colecturía, junto con las listas de sueldos y de gastos, a la espera de que el Colector, luego de supervisarlas, autorizara los libramientos.
 

No existían criterios claramente estipulados sobre los requisitos que debían cumplimentarse para acceder a este oficio, más allá de lo señalado en el Reglamento de Hacienda de 1822 que estipulaba que debían buscarse “paisanos virtuosos y dignos”.
 Es claro que debían ser personas del lugar, que supieran como mínimo saber leer y escribir y poseyeran conocimientos contables. Por lo general, los colectores buscaron designar en este puesto a personas que desarrollaban alguna actividad comercial. 

No obstante, la dedicación que implica dicho oficio no permitía demasiadas desatenciones. Se esperaba que los receptores del departamento tuvieran como actividad principal su trabajo como empleados de la provincia y vivieran casi en exclusiva de lo que reportaba su salario. El sueldo de receptor, que era relativamente bajo, sumado a lo irregular del pago, obligaba a muchos de ellos a mantener otras actividades, sobre todo vinculadas al comercio, en algunos casos regenteadas por miembros de su núcleo familiar.

Tanto en la Colecturía General como en la receptoría de Rosario para la designación de receptores se apeló al personal de la propia oficina que conocía de primera mano el manejo de los asuntos de la hacienda provincial. Este sistema permitió el desarrollo de numerosas carreras en la administración.
 En el caso de la receptoría de San Gerónimo, la falta de personal subalterno en la propia oficina ocasionó que cualquier recambio de receptor causara múltiples dificultades: se designaba para este puesto un personal que no conocía los pormenores en el manejo de las finanzas departamentales. El 4 de enero de 1863, el entonces receptor de hacienda, José María Torres, le envía una nota al Colector general en la que se excusa por las equivocaciones en sus tareas sosteniendo: 
“…no le sea en mi, extraño las infinitas equivocaciones, nunca a sido mi ejercicio ocuparme de estas operaciones, por lo mismo mucho antes de esta administración, y en esta misma pido ser excusado, y siempre pensaré en la mismo, teniendo que la falta de práctica y suficiente capacidad, me envuelvan en perjuicio insanable a una posición poca ventajosa para estos tiempos y tan responsable”.
 
Si bien la permanencia en el puesto fue muy importante en todos los departamentos, en el caso de esta receptoría resultó fundamental. A diferencia de los jueces de paz, cuya designación era anual, los receptores de San Gerónimo permanecían en el cargo por largo períodos de tiempo hasta su renuncia.  La estabilidad era un valor tan fuerte como la idoneidad para el puesto y su capacidad. Esto permitía a los diferentes agentes estructurar auténticas carreras independientes de los vaivenes políticos sufridos por los gobiernos. 

Cuadro 2

Receptores de Hacienda de San Gerónimo (1843-1873)

	Período 
	Receptores
	Edad*
	Estado civil
	Instrucción
	Profesión

	1843- 1859
	Felipe Fernández
	65
	Viudo
	Sabe leer y escribir
	Empleado provincial

	1859
	Manuel Garcilazo (juez de paz a cargo de la receptoría)
	56
	Casado
	Saber leer y escribir
	Empleado provincial

	1860
	Manuel Giménez (juez de paz a cargo de la receptoría)
	
	
	
	

	1861
	Anselmo Maciel

(juez de paz a cargo de la receptoría)
	51
	Casado
	Saber leer y escribir
	Hacendado/

comerciante

	1862- 1869
	José María Torres
	53
	Viudo
	Sabe leer  y escribir
	Empleado provincial

	1869-1874
	Servando Gómez
	27
	Casado
	Sabe leer y escribir
	Empleado provincial


Fuentes: Registro Oficial de Santa Fe (1889), Tomos 2 al 9, Tipografía de La Revolución, Santa Fe; Argentina (1872), Primer Censo Nacional de la República Argentina, 1869, Imprenta El Porvenir, Buenos Aires.
*Es la edad y el estado civil que acusan en el momento del Censo de 1869.

La receptoría de San Gerónimo, entre 1822 y 1862, sólo había tenido tres receptores: Prudencio Torres (1822-1841), un breve período de Lorenzo Gómez (1842-1843) y Felipe Fernández (1843-1859). Desde 1859 a 1862, había quedado sucesivamente en manos del juez de paz de turno: Manuel Garcilazo (1859-1860), Manuel Giménez (1860) y Anselmo Maciel (1861). A partir de 1862 se volvieron a nombrar receptores de hacienda. Entre 1862-1869, ocupó este cargo José María Torres y luego asumió Servando Gómez hasta 1874.

Luego de un breve período en que los jueces de paz estuvieron a cargo de la receptoría, en 1862 se vuelve a nombrar un receptor de hacienda. Al asumir José María Torres encuentra un panorama de lo más complicado. Las finanzas departamentales se hallaban completamente desarregladas. Durante meses completos se habían dejado de remitir las planillas mensuales y, desde su nombramiento, el Colector las reclamaba. 

El receptor se dio a la tarea de hacer las cuentas de las administraciones anteriores y halló que la recaudación había sido desatendida por años. Mucho tuvo que ver en el nombramiento de receptores los testimonios brindados por los jueces de paz ante el Colector en el momento que éste reclamaba por las cuentas de hacienda. Manuel Garcilazo notificaba en 1859 al Colector ante su pedido de remitir la planilla de los empleados provinciales del departamento: “…me es imposible por ahora el poderlos mandar por tener mucho que hacerse que me han caído de la policía y del ministerio, pero la haré a mayor oportunidad”.
 Un argumento similar presentaba 1860, Manuel Jiménez quien argumentaba que no había podido proceder a la recaudación de la contribución directa: “…porque las elecciones electorales para convencionales nos han ocupado el tiempo en circunstancias que se trataba ya de hacer el cobro, y a cuyo trabajo no disponemos ni los días de fiestas pues usted sabe. Que este juzgado se halla recargado de atenciones y despacho que para darles curso hasta las horas de la noche le dedicamos”.
 

La pretensión del gobierno provincial era centralizar la colecta departamental en la figura de los recaudadores. Para realizar estas tareas, como se ha señalado, el receptor de San Gerónimo no contaba con ningún otro oficial que pudiese actuar de escribiente o asistirlo en el desempeño de sus ocupaciones. Ante los reclamos del Colector por el retraso en el envío de las planillas, los receptores aducían la dificultad de cumplir sus obligaciones: “…usted no desconocerá que en esta oficina hace falta una pluma más”.
 La acumulación de tareas obligó al receptor, en algunas ocasiones, a conchavar a una persona de su confianza para que colaborase con él en el desarrollo de sus tareas. 
Estos oficiales lejos estaban de poder dedicarse a recaudar en toda su jurisdicción. Más allá de no contar con más personal en la oficina, un conjunto de agentes tenían entre sus funciones la tarea de recaudar ciertos impuestos. A esto, debemos añadir una cuestión por demás de compleja: la pervivencia de viejas prácticas coloniales como el arriendo de impuestos. Es decir, un conjunto de impuestos de la provincia estaban por fuera del control de los oficiales públicos y continuaban en manos de particulares.
 Por un lado, la percepción en la campaña estaba en manos de los jueces de paz y comisarios de campaña del departamento. ¿Qué atributos debían poseer éstos para ser designados? ¿Qué funciones cumplieron? Se intentará una aproximaciones a estas cuestiones en los apartados que siguen.
Atributos de los jueces de paz  y comisarios de campaña para la designación en el cargo

En la designación de los jueces de paz intervenía el Poder Ejecutivo, por lo menos hasta la sanción de la ley orgánica de municipalidades de 1872. En la provincia de Santa Fe se combinaron dos mecanismos de selección: el que deviene de la pertenencia o cercanía al grupo político que controla la administración estatal y/o del grado de consenso que su designación logre en la comunidad para la que ha sido nombrados.
 
El Reglamento de Justicia de 1833 establecía que estos empleos tenían una duración de un año y el gobierno debía resolver al cabo de ese tiempo su renovación o no. No obstante, no se hace ninguna mención a los criterios bajo los cuales se procedía a la elección.
 En el caso del departamento de San Gerónimo, si bien es posible notar que los mismos nombres de los jueces de paz se van alternando una y otra vez, éstos no duraban en el cargo más de un año.

Cuadro 3

Jueces de paz del departamento San Gerónimo (1853-1864)

	Año
	Nombres
	Aclaraciones

	1853
	Anselmo Maciel
	

	1854/55
	Modesto Leiva
	

	1856
	Felipe Fernández
	(Era, a su vez, el receptor de hacienda)

	1857
	Prudencio Torres
	

	1858/59
	Manuel Garcilazo
	(Tuvo a su cargo, al mismo tiempo, la receptoría)

	1860 
	Manuel Giménez
	(Tuvo a su cargo, al mismo tiempo, la receptoría)

	1861
	Anselmo Maciel
	(Tuvo a su cargo, al mismo tiempo, la receptoría)

	1862
	Felipe Fernández
	

	1863
	Anselmo Maciel
	

	1864
	Gregorio Oroño
	


Para tener una imagen más clara de los atributos que debían contar aquellos que eran designados como jueces de paz se requiere un estudio más exhaustivo que permita reconstruir más cabalmente su perfil social, ya realizado para otros casos pero que aún constituye un tema pendiente de realizar para Santa Fe.
 

No obstante, una primera aproximación a esta cuestión muestra que las personas designadas como jueces de paz eran legos, es decir, no estaban formados en la cultura letrada y, menos aún, eran expertos en derecho.
 Su saber era de carácter práctico, adquirido a partir de la circulación de ideas, del contacto con otros funcionarios, la costumbre y la consulta a las autoridades superiores que era uno de los mecanismos utilizados para tomar decisiones y actuar. El juez debía tener más una cultura social que una cultura jurídica. Ser vecino de respeto era una condición fundamental.

El principal atributo era el de pertenecer a la comunidad territorial a la que era designado. Los jueces de paz fueron, en general, personas influyentes del lugar que tenían experiencia en el manejo de asuntos tanto políticos como económicos, y que contaban con la confianza de sus coterráneos lo que le brindaba amplias ventajas de moverse en el entramado social rural. Las comunidades rurales estaban constituidas por fuertes lazos de solidaridad donde la asociación de sus integrantes era vital para su subsistencia y la confianza mutua una práctica corriente. Estaban obligados, de alguna manera, a ganarse la legitimidad y el consenso de los habitantes de la campaña a los que representaban, permitiéndole al gobierno, al mismo tiempo, establecer un sistema de control más directo, pero asentado en poderes locales socialmente construidos.

Entre los atributos se hacía hincapié en que fueran personas con algún respaldo económico. Los estudios realizados para el caso de la provincia Buenos Aires han mostrado que los jueces de paz no eran necesariamente los propietarios más ricos, sino que este cargo recayó en pequeños o medianos propietarios y, en algunos casos, pequeños comerciantes.
 

Estas mismas características debían reunir los comisarios de campaña, autoridades encargadas de vigilar los distritos rurales del departamento. En el departamento de San Gerónimo, eran elegidos por el juez de paz que elevaba su parecer al gobierno provincial. Los comisarios estaban bajo su impronta, aunque eran supervisados, al mismo tiempo, por el comisario general de campaña, a quien debían igualmente obediencia. 
De los veintitrés comisarios nombrados entre 1853-1863 para los distritos de campaña del departamento, hemos podido obtener información más o menos completa de dieciocho de ellos. Entrecruzando la información que brinda el Censo Nacional de 1869 con el Registro de la Contribución directa de San Gerónimo de 1858 ha sido posible conocer, por un lado, su edad, estado civil, profesión y, por otro, el capital que declaraban poseer. No se pretende extender las conclusiones más allá, ya que se requiere un estudio que, a partir del análisis de nuevas fuentes, profundice el conocimiento sobre el tema.  No obstante, una mirada sobre el cuadro 4 brinda una aproximación al tema. Los registros de la contribución directa constituyen una fuente mediamente fiable si tomamos en cuenta que se elaboraban en base a lo declarado por los propios propietarios, y los jueces y comisarios estaban impedidos de poner en duda su palabra, algo que fue lentamente modificándose, por la notoria ocultación de bienes.

El cargo de comisarios de campaña recayó principalmente sobre estancieros del lugar: de los dieciocho comisarios trece de ellos declararon serlo y los restantes dijeron ser comerciantes. No obstante, estas cinco comerciantes poseían capitales en ganados. Sólo dos de estos comisarios no abonaron la contribución directa en el año 1858. En su mayoría habían nacido en Santa Fe o bien llevaban muchos años residiendo en el departamento. Otro cualidad fundamental para el desempeño de sus tareas era el saber leer y escribir por lo cual podemos suponer que este fue un requisito muy importante a la hora de la designación.

El registro de la Contribución directa de San Gerónimo para el año 1858 estableció que el departamento tenía ciento veintiocho contribuyentes que poseían en conjunto un capital que rondaba los 326.678 $F. Resulta complejo establecer en el caso de la designación de los comisarios su estatus dentro de la sociedad, al parecer se trataba de individuos de pequeños y medianos propietarios: once de ellos poseían un capital de menos de 5.000 $F, cuatro de ellos tenían una capital de entre 5.000 y 10.000 $F y sólo dos tenían un capital entre 10.000 y 15.000 $F. 

Cuadro 4
Comisarios del departamento San Gerónimo (1853-1863)

	Comisarios
	Edad*
	Estado civil*
	Instrucción*
	Distritos
	Profesión
	Lugar de 

Nacimiento*
	Capital 
	Ganado vacuno
	Ganado yeguarizo
	Ganado lanar
	Fincas

	Benito Basualdo
	-
	-
	-
	distrito de Lomas (1853)
	estanciero
	-
	382$
	26
	100
	-
	-

	Fermín Páez
	56
	viudo
	sabe leer y escribir
	distrito de Lomas (1854/1855/1866/

1867)
	comerciante
	Santa Fe
	1.487$
	199
	47
	-
	-

	Victorino Cabral
	52
	casado
	sabe leer y escribir
	distrito de Lomas (1858)
	estanciero
	Santa Fe
	1.303$
	169
	60
	-
	-

	Ramón Freyre
	40
	soltero
	sabe leer y escribir
	distrito de Lomas (1862)
	estanciero
	Santa Fe
	7.750$
	725
	784
	-
	-

	Severo de los Santos
	66
	casado
	sabe leer y escribir
	comisario de distrito de Barracas (1853)
	estanciero
	Brasil
	2.800$
	300
	200
	400
	-

	Dámaso Ceballos
	-
	-
	-
	distrito de Barracas (1854/1861)
	estanciero
	-
	580$
	40
	-
	150
	-

	José Manuel Yedros
	-
	-
	-
	distrito de Barracas (1856)
	estanciero
	-
	1.360$
	100
	30
	800
	-

	Gregorio Camelino
	45
	casado
	sabe leer y escribir
	distrito de Barracas (1858/1859/1860)
	comerciante
	Santa Fe
	-
	-
	-
	-
	-

	Manuel Gómez
	-
	-
	-
	distrito Rincón de Gaboto (1853)
	estanciero
	-
	7.725$
	900
	150
	1.500
	-

	Pedro Correa
	52
	casado
	sabe leer y escribir
	distrito Desmochados (1853/1854/1859/

1860) y Carcarañá arriba (1859)
	comerciante
	Santa Fe
	14.975$
	1.500
	500
	1.300
	2500$

	Manuel Correa
	39
	viudo
	sabe leer y escribir
	distrito Desmochados (1856/1857/1858)
	estanciero
	Santa Fe
	3.400$
	400
	300
	-
	-

	Alejandro Correa
	-
	-
	-
	distrito Desmochados (1861) y Carcarañá arriba (1857)
	estanciero
	-
	3.950$
	300
	100
	200
	1.500$

	Francisco Oliva
	-
	-
	-
	distrito Desmochados (1862)
	estanciero
	-
	13.353$
	1.504
	430
	200
	-

	Matías Castellanos
	-
	-
	-
	distrito Carcarañá abajo (1854/1862)
	estanciero
	-
	5.500$
	700
	300
	-
	-

	Valentín Zelada
	41
	casado
	sabe leer y escribir
	distrito Carcarañá abajo (1856/1859

/1860/1861)
	estanciero
	Santa Fe
	2.800$
	200
	100
	200
	-

	Juan de la Cruz Caminos
	30
	viudo
	sabe leer y escribir
	distrito Carcarañá abajo (1857/1858)
	comerciante
	Córdoba
	2.365$
	80
	40
	300
	1.500$

	Eugenio Roldán
	-
	-
	-
	distrito Carcarañá arriba (1854)
	estanciero
	-
	8.000$
	600
	300
	500
	1.500$

	Benito Freyre
	40
	casado
	sabe leer y escribir
	comisarios del distrito Carcarañá arriba (1855)
	estanciero
	Santa Fe
	-
	-
	-
	-
	-


Fuentes: Registro Oficial de Santa Fe, Tomos 2 al 4, Tipografía de La Revolución, Santa Fe, 1889; Argentina, Primer Censo Nacional de la República Argentina, 1869, Buenos Aires, Imprenta El Porvenir, 1872; AGPSF, CONTADURÍA, T. 104, Leg. 18: Registro de la Contribución directa del departamento de San Gerónimo, 1858.
*Es la edad y el estado civil que acusan en el momento del Censo de 1869.

El mensaje del entonces gobernador Rosendo Fraga de 1860 refuerza esta imagen observada hasta el momento:

“Los comisarios de campaña, llenan sus deberes con empeño, porque el Gobierno ha tenido el cuidado de nombrar para esos puestos, a ciudadanos domiciliados y con intereses rurales, que no pueden menos de tener vigilancia hasta por sus propias conveniencias”.

La designación de hacendados y hombres del lugar pareciera diferir con las conclusiones a las que se ha llegado para el caso de Buenos Aires, para el que se ha señalado que, mientras que los jueces de paz eran hombres de la comunidad, los comisarios debían ser extraños a ella.

La tareas de los comisarios de campaña como recaudadores en el campaña

Los comisarios de campaña, además de detentar funciones de justicia y de policía, ejercían importantes tareas vinculadas a la recaudación fiscal. Los comisarios de los distritos procedían a la colecta en la campaña y remitían las planillas con los comprobantes de cada impuesto al juez de paz dentro de los primeros cinco días hábiles de cada mes. El juez de paz, que actuaba de nexo entre estos recaudadores y el receptor, enviaba dichas planillas a la Receptoria del departamento. Los jueces de paz no podían, por propia decisión, proceder al pago de libramientos por sueldos de los empleados dependientes de los juzgados a su cargo y partidas policiales, así como tampoco invertir cantidades de dinero en anticipos de sueldos u otros gastos. 

Los comisarios de campaña debían, entre otras cosas, elaborar los registros de la contribución directa y proceder a su recaudación en la campaña. La contribución directa, un impuesto pensado para recaer sobre las riquezas ya constituidas, se aplicó, sobre todo, a capitales de tierra y ganado por lo que este impuesto tuvo una especial repercusión en el mundo rural donde su recaudación.

Para ello, debían recorrer el distrito rural bajo su jurisdicción acompañados de dos vecinos del lugar “de buena fama y opinión”, ya que  se estimaba que los habitantes del lugar conocían con más detalle el área y era posible, de esta forma, evitar la ocultación. La forma de proceder a la recaudación de este impuesto, planeado desde el Estado provincial como una de las bases de su estructura fiscal, comportaba inconvenientes, confiando la elaboración de planillas a personas del lugar se corría el riesgo de que los vínculos con sus mismos vecinos o sus propios intereses pesaran más que sus obligaciones con la provincia. 

Estos comisarios debieron, al menos hasta la creación del Departamento Topográfico (1863), colaborar en la creación de registro de títulos de posesión de campos de pastoreo, chacras, quintas y terrenos.
 Tenían también que ocuparse de otorgar y controlar las marcas en los ganados, una forma de controlar el delito de abigeato tan común en la campaña.
 Eran los encargados del cobro de las guías, el papel sellado y marchamo entre otros tributos, para lo cual debían surtirse de las correspondientes papeletas en la receptoría.
 Al mismo tiempo, se encargaba de extender los certificados a las pulperías de campaña y controlar que las órdenes sobre su funcionamiento emitidas por el gobierno fueran cumplidas.

Eran los encargados también de hacer comparecer a los comerciantes que tenían sus negocios en la campaña ante el receptor para el abono de las patentes correspondientes. El pago del derecho de patente constituía uno de los más importantes ingresos del departamento. Las complicaciones que implicaba para los comerciantes de la campaña dejar sus negocios para dirigirse al pueblo a pagar el impuesto, sumado a la poca convicción de la importancia de este acto, una práctica aún no arraigado, llevó a considerar a los habitantes de la campaña como “malos pagadores”.
 El gobierno entonces, accediendo a un pedido del receptor, permitió que los contribuyentes de la campaña designaran un fiador que se encargaría de abonar los impuestos, de manera tal de que los pagos no se viesen retrasados.

Los comisarios de campaña tenían funciones muy importantes como recaudadores, no obstante, no siempre cumplían con lo que se esperaba de ellos. El receptor se quejaba ante el Colector porque: “Ningún comisario en la campaña quiere prestarse a hacer nada, es por esto que en verdad la denuncia que ha hecho respecto a las pulperías volantes. Se cometen infinidad de abusos porque no hay respeto a las autoridades y nunca se ha hecho un ejemplar…”.

La inexistencia de un reglamento que establezca de forma precisa las obligaciones que tenían estos comisarios en relación a la hacienda provincial constituía un obstáculo a la hora de la colecta. El receptor solicitó al Colector en infinitas oportunidades la emisión de algún decreto en el que se especificase la forma en que debían proceder éstos a la recaudación en la campaña y sus deberes para con la hacienda, ya que como se ha señalado los reglamentos de impuestos no establecían los modos en que debían percibirse los impuestos ni los agentes que debían ejecutar la tarea. Se estimaba que  la sanción de un edicto serviría al receptor para coaccionar y presionar a los comisarios para cumplir con las tareas sin retraso. 

No obstante, el colector en dichas oportunidades se niega a hacerlo argumentando que no existía una única norma que rigiera para el conjunto de la campaña, sino que era el receptor quien debía, evaluando las necesidades de su jurisdicción, enunciar las tareas que esperaba que cada comisarios cumpliera. En otras palabras, el colector presentaba un panorama donde la recaudación se guiaba mediante prácticas que se ajustaban a las circunstancias que se presentaban y donde evidentemente tenía enorme peso lo consuetudinario.

Con esta respuesta, la percepción impositiva en la campaña estaba supeditada a los designios de los mismos comisarios y las esperanzas de la receptoría de lograr el cobro de los tributos de manera regular desechas. Los obstáculos que se presentaban en la colecta obligaban al receptor a señalar ante el colector: 

“..no me será posible remitir tan pronto el estado que es de orden remitir: todo esto resulta, señor colector, de no poder conseguir de las autoridades de este departamento, que haga bajar a pagar sus derechos muchos pulperos de la campaña, pues de haber caído así, no faltaría fondo suficiente ya van cuatro reclamos que hago por esto al juez de paz y comisarios, nada se ha conseguido”.
La impericia que denuncia el receptor de los comisarios de campaña, pero también del juez de paz provocaban un efecto en el erario provincial. El receptor dependía de los comisarios para efectuar la colecta, ya que no contaba con medios para movilizarse por el departamento bajo su jurisdicción. La extensión de la campaña y la escasez de un servicio de caballos o postas complicaba la repartición de sellos, papeletas, patentes y demás. 

Ante la falta de colaboración del juez de paz y la dificultad del receptor para realizar tareas fuera de su oficina, solicitó que la distribución de estos comprobantes (marcas, guías, papel sellados, boletas) fuera realizada por intermedio del comisario general de campaña. Este fue, entonces, encargado de verificar que se efectivicen los pagos de patentes y contribución directa en la campaña y de controlar que los comisarios de distrito cumplieran con sus funciones de recaudadores. La delegación de estas tareas en el comisario general detonó otros inconvenientes: éste tenía numerosas ocupaciones por lo que se encontró, muchas veces, sobrepasado de labores y relegó las funciones de hacienda.
 

Ante las dificultades que presentó la recaudación fiscal en la campaña, por un lado, y las quejas de los mismos comisarios que argumentaban desconocer los montos a cobrar por cada impuesto, por otro, el gobierno provincial dictaminó una ley para regularizar la percepción de los arbitrios en el ámbito rural. Se decretó que todos los impuestos que se recaudaban (boletas de marcas, guías, certificados patentes, matrículas, etc.) quedaban reducidos al valor del papel sellado en que debían hacerse efectivos.
 

Las medidas tomadas para mejorar la recaudación tuvieron en la realidad poco efecto. La multiplicación de tareas que recaía sobre los comisarios de campaña no permitía que recaudasen con la eficacia que se esperaba de ellos. Desde el Estado provincial, se comenzó a pensar en el mejor modo de proceder a la colecta. Se ensayaron algunos métodos como el establecimiento de los recaudadores de impuestos, pero fueron experiencias efímeras. Hubo que aguardar hasta la década del ’70, para que se nombren de modo definitivo a recaudadores de campaña y los comisarios de campaña se vean librados de estas tareas.
Voces en pugna: receptor/juez de paz una dinámica conflictiva

El 15 de marzo de 1862 fue nombrado receptor de hacienda de San Gerónimo, José María Torres, un comerciante del pueblo.
 Desde la renuncia de Felipe Fernández en 1859, las tareas de la receptoría habían estado a cargo de los jueces de paz, algo que ocasionó algunos malestares por la acumulación de tareas que entorpecían el funcionamiento de ambas oficinas, receptoría y juzgado. 

Las dificultades que acusó Torres para llevar adelante su trabajo iban desde quejas por la falta de recursos y medios al interior de la receptoría hasta justificaciones por su propia falta de experiencia en las labores a cumplir. 
Los inconvenientes se multiplicaron cuando en 1863 fue designado como juez de paz Anselmo Maciel, un hacendado del distrito de Barracas que contaba con cierta trayectoria en este puesto.
 Eran la tercera vez ocupaba el cargo en el departamento, anteriormente lo había hecho en 1853 y en 1861. 

El conflicto entre el juez de paz y el receptor de hacienda pondrá en evidencia una constante lucha de poder entre ambos donde la delimitación en sus funciones quedara desdibujada en los argumentos esgrimidos por ellos mismos. La reconstrucción de disputa entre estos oficiales, personajes centrales de la administración departamental, es posible a través de una serie de notas y cartas en las intervienen además el Colector de hacienda de la provincia y el Ministro de Gobierno.
El receptor de hacienda eran consciente de que conflicto desatado entre ambos rompía con: “la buena armonía que debe reinar entre dos funcionarios que mutuamente deben respetarse”.
 Algo queda en claro de la lectura de las cartas, las desavenencias entre el juez de paz y el receptor afectaban fuertemente la recaudación fiscal del departamento y, por ende, tocaba directamente los intereses provinciales.

Los argumentos que esgrime el receptor José Ma. Torres, desarrollados, sobre todo, a lo largo de la correspondencia que mantiene con el Colector General de la provincia, se dirigen a mostrar que el mal funcionamiento de la receptoría de hacienda era consecuencia, en parte, de los obstáculos que imponía el juez de paz Anselmo Maciel a sus ocupaciones. 
En primer lugar, lo acusa de no querer colaborar con la receptoria negándose al envío de vigilantes para la realización de servicios fuera de la misma. La actitud del juez de paz le impedían al receptor contar con algún auxiliar en la oficina, ya sea para salir él personalmente a recaudar ciertos impuestos o bien contar con algún ayudante por intermedio del cual entregar patentes, guías o sellos a los comisarios de campaña. A tal punto llegó el enfrentamiento que J. M. Torres declaraba que le resultaba imposible presentarse ante el juez de paz a solicitar algo para su oficina, se veía obligado a pagarle a otra persona para ello. El hecho de no haber conseguido nada mediante estas peticiones obligó al receptor a recurrir al Colector General de la provincia:

“Mi pensamiento fue pedirle a usted señor que se sirviese ordenar a este juzgado se mande un vigilante a estas oficinas todos los días para las ocurrencias que diariamente se ofrecen y que como se sabe esta oficina es muy mal dotada en su servicio interno que diariamente se ofrece, y que como no siendo dado que yo en persona haga las funciones exteriores en el servicio de la hacienda pública, creo es justicia pedir a usted como mi jefe inmediato esta dotación, ya que no pediré al juez de paz ningún servicio, mientras que él no satisfaga las peticiones repetidas que le ha hecho esta receptoría oficialmente y que aun sostendrá en el temple que caracteriza pretende humillarme”.

La demanda no era descabellada, la falta de personal subalterno en las diferentes oficinas de la administración provincial llevaba a que se utilizase a los vigilantes en quehaceres que excedían su función principal que era el mantenimiento del orden y la vigilancia del departamento, realizaban labores más cercanas a lo administrativo actuando de escribientes, mensajeros, porteros, etc. 
En segundo lugar, la falta de diálogo entre ambos funcionarios afectaba al erario provincial debido a que el receptor requería de la colaboración del juez de paz para ciertos asuntos vinculados a la colecta fiscal, especialmente en la campaña. Como ya se ha señalado, los jueces de paz debían remitir las planillas de ingresos, colaborar con el reparto de marcas, guías y demás, proceder a la recaudación de la contribución directa, recaudar el impuesto de marchamo, etc. El receptor acusó al juez de paz no sólo de retrasarse en estas actividades, entorpeciendo así su accionar, sino además de negarse a remitir las nuevas tarifas de impuestos a los comisarios de campaña perjudicando con su conducta al erario provincial. 

Tal vez la acusación más grave que lanzó sobre el juez de paz fue la imputación de que buscaba mantener endeudada a la receptoría exonerando de pagar impuestos a los deudores de la hacienda. El receptor debió ser consciente de que, en un contexto provincial donde la mayor parte de los esfuerzos en lo tocante a la fiscalidad estaban enfocados en incrementar las rentas que no alcanzaban a cubrir los gastos que pesaban sobre la administración, una acusación de esta naturaleza causaría un fuerte impacto. El receptor afirmaba que, al momento de cobrar ciertos impuestos, los mismos contribuyentes aseguraban que el juez de paz los había exceptuado de pagarlos, lo que constituía una prerrogativa que sólo el gobernador de la provincia podía otorgar.  

La política de exoneración en el pago de los impuestos que, según el receptor, practicaba el juez de paz no era azarosa, sino que iba dirigida a beneficiar a ciertos “amigos”, haciendo uso de su poder discrecional con tendencia clara al favoritismo.
 Estas prácticas no sólo defraudaban al tesoro provincial, sino que mermaban la propia autoridad del receptor quien temía que: “…llegará el caso en que aparezcan los estafadores que no falta y a nada obedecerán mi receptoría”.

El reclamo que eleva el receptor era evidente: las actitudes del juez de paz no sólo perjudican su accionar en el puesto, sino directamente al fisco. A lo largo de las cartas en dos oportunidades expresa este sentimiento: 
“Es muy evidente señor, que de día en día este caprichoso juzgado, debilite a esta oficina con una oposición que bien mirada aun que ella es directa a quien la presenta sus efectos solo presionan en los intereses fiscales…” (25 de febrero de 1863).

“Lo hace al fisco, y no a mi a quien lo quiere hacer”. (11 de marzo de 1863)

Ante las constantes acusaciones que dirige el receptor, el colector de la provincia, León Mujica, le responde solicitándole que hiciera todos los esfuerzos a su alcance para entenderse con el juez de paz a quien debía persuadir de la importancia que tenía para la provincia el cumplimiento de sus funciones y su colaboración  con la receptoría. José Ma. Torres, al recibir dicha carta, la remite a Maciel, quien advierte en ella todas las acusaciones lanzadas sobre su accionar. La intervención del Colector General, lejos de apaciguar el conflicto lo reavivó. El juez de paz, entonces, escribe al receptor de hacienda, al pie de la nota del Colector, en la que acusa a Torres de hacer cosas con doble fin, de intentar cargar responsabilidades que no le correspondía sobre sus hombros y de pretender enfrentarlo con el colector de la provincia. En la contestación dice Maciel: 
“…no le tengo miedo al señor contador con quien usted me hace cara porque no le de dado ningún motivo de queja contra mi, ni tampoco he de adularlo a él ni a nadie para conservar el puesto que ocupo pues que no tengo aspiración a ningún empleo público y aunque aspirase no pasaría por humillaciones, así es que se me da ningún cuidado por los cosas de usted”.

La carta que envía Maciel, aunque escueta, es muy importante porque es la única vez que es posible escuchar su voz sobre los sucesos que relata el receptor. La respuesta del juez de paz a dichas acusaciones era más que contundente: no consideraba estar faltando a ninguna de sus obligaciones y consideraba que las denuncias, por parte del receptor, tenían como fin humillarlo.

El receptor al recibir la respuesta se encargó de reenviarla a León Mujica como demostración de sus dichos junto con una nota en la  que inculpa nuevamente al juez de paz de utilizar un lenguaje impropio para el cargo que inviste, de ser ambicioso y de mentir al afirmar que: “…dice también que no tiene aspiraciones de puestos públicos, yo digo que si tiene y que si no hubiere tenido no hubiere admitido antes de un año que dejó de ser el puesto que ocupa”.
 

Para el receptor, la mala voluntad del juez de paz debía atribuirse a un claro interés en lograr su renuncia al cargo y así poder ser él mismo retoma el control de la caja de hacienda. A Maciel, quien había ejercido ya el cargo de forma interina, en palabras de Torres:
“…le pesa no tener otra vez la receptoría a su cargo como todo el año ’61 y parte del ’62, acompañada del juzgado y el pueblo en acefalía como lo dejaba de noche y día. Si señor los jueces de aquí sino son jueces y receptores no están a gusto porque una lechera sin otra no les da para todos los antojos...”.

Para el receptor, las acciones que ejecutaba el juez de paz revestían como único objetivo el debilitarlo. Pero en sus argumentos va más allá afirmando que la disconformidad con la actuación de dicho juez no era sólo una cuestión personal, sino compartida por el resto del pueblo: “Yo comprendo que lo que le fastidia es que el pueblo no es el que lo ha elegido y ve que le conozcamos todos hemos visto sus pasados servicios, y ve que nada tenemos que esperar de él”.
No sólo cuestionaba su idoneidad, sino también las bases de su legitimidad, ya que uno de los principales atributos que debían cumplimentar los jueces era, como se ha señalado, el contar con la confianza de la comunidad local en la que ejercían sus funciones. 

El colector, cabeza principal del departamento de hacienda y jefe último en todo lo tocante a la fiscalidad provincial, no tenía autoridad suficiente sobre los jueces de paz quienes respondían directamente al Ministro de gobierno de la provincia, que era además quien los designaba y podía removerlos.
 El colector León Mujica cumplió igualmente un importante papel de intermediario entre ambos: ante la negativa del receptor de mantener con el juez de paz un diálogo, el colector se hizo cargo de dirigirse el mismo a Maciel para solicitarle las planillas, consultarle sobre la recaudación y demás cuestiones vinculadas a su tarea, sin pasar por el receptor, para garantizar que la colecta impositiva no se viera perjudicada por esta situación.
El receptor, advirtiendo que sus notas al Colector general no tenían efecto esperado, se dirige entonces al Ministro de gobierno Zuviría en una carta con el objetivo de que éste: “…eleve al conocimiento del señor gobernador, un expediente con los documentos que ponen de manifiesto la mala voluntad del juez de paz de San Gerónimo para coadyuvar como es de deber hacer efectivo los impuestos establecidos por ley”.
 Torres estaba decidido a sacarse de encima a Anselmo Maciel por lo que acude a la máxima autoridad de la provincia, el mismo gobernador. La esperanza del receptor descansaba en conseguir que, por intermedio del Ministro, el gobernador tomara la medida que el caso requería que era, en su opinión, la remoción del Maciel del puesto que ocupaba. 

Las desinteligencias entre ambos oficiales obligaron al Ministro Gobierno de la provincia a tomar cartas en el asunto. El Ministro José Ma. Zuviría le escribe entonces al juez de paz para recordarle que eran: 
“…los jueces de paz los representantes del gobierno en los departamentos en la parte política y administrativa así como son también agentes y miembros del poder judicial en los términos del reglamento vigente en la materia, hay sin embargo una norma que es el de hacienda del que solo el receptor esta encargado pero que como éste funcionario no dispone de los necesarios elementos para asegurar la exacta percepción de las rentas, el juez de paz debe presentarle manifiesto para auxiliarlo y ayudarlo en el desempeño de regularizar la hacienda siendo que serían estériles todos los esfuerzos del gobierno en este sentido aún cuando sean regulados por la acción del receptor que no puede ser eficaz sin el concurro del juzgado de paz”.

El Ministro le advierte al juez de paz que tenía entre sus funciones la colaborar con la hacienda provincial, por lo que estaba obligado a prestar servicios al receptor del departamento. Las ánimos se calmaron, hacia fines de 1863, cuando al juez de paz Anselmo Maciel no se le renueva su nombramiento en el cargo, designándose en su lugar a Gregorio Oroño. Aunque la rotación en el cargo en el departamento era constante, fue muy promovida por el receptor quien había llegado incluso a amenazar con renunciar a su cargo: “Tengo alta confianza en que su ilustrada capacidad, pues no permita que sin motivo consienta en que un hombre tan incompetente me eclipse antes con mi pobre nombre cesaré con abnegación y me ocuparé de mis ocupaciones domésticas que he tenido...”.
 Ante la llegada inminente de Oroño, Torres dio marcha atrás con su idea y continuo en el cargo hasta 1869. 
Conclusiones
Esta ponencia constituye una primera aproximación a las formas en que se ejecutaba la colecta en la campaña santafesina hacia la segunda mitad del siglo XIX. Reduciendo la escala de observación para centrar el análisis en el departamento de San Gerónimo, se intentó acceder a las lógicas locales que actuaron en el proceso y que excedían a las intenciones o expectativas que, desde el Estado provincial, se impulsaban. 

En este examen es posible observar que, si bien, la estructuración de la hacienda departamental ubicaba como pieza central de la recaudación impositiva de la provincia al receptor de hacienda, este no hacía más que centralizar en su oficina la recaudación y ejecutar los libramientos. En la campaña, fue sobre los hombros de los comisarios de campaña que recayeron las tareas de percibir los tributos. Éstos eran principalmente hacendados del distrito, de mediana edad, muy respetados y que conocían bien el terreno en el que se movían. Eran supervisados por el juez de paz del departamento, quien actuaba como nexo entre los receptores, jefes supremos de todo lo tocante a la hacienda, y los comisarios encargados de ejecutar las órdenes. Los comisarios generales de campaña también cumplieron un rol muy importante: eran los encargados de supervisar a los comisarios y obligarlos a cumplir con lo estipulado. Éstos, a diferencia de los jueces de paz que se veían imposibilitados de dejar el pueblo por las importantes tareas que allí cumplían, recorrían la campaña y conocían de primera mano lo que allí acontecía.

La dinámica entre estos agentes (receptores, jueces de paz, comisarios generales de campaña y comisarios de campaña) requería, para proceder a la recaudación, que cuanto menos la comunicación fuera fluida y reinase cierta armonía entre ellos. La superposición de competencias y las pujas de poder en el intento de imponer su autoridad, ocasionó múltiples conflictos entorpeciendo la colecta. De poco sirvieron las intervenciones del Colector de la provincia y el Ministro de Gobierno para resolver conflictos que revestían un fuerte carácter local al que parecían no poder poner fin. 

Este trabajo intenta mostrar que más allá de las intenciones del gobierno provincial y las normas que emanaban desde el Estado para optimizar la colecta, las lógicas locales incidían más fuertemente en las actores sociales que los intereses de la provincia a lo que debían atender como funcionarios de ese Estado.

Es claro que aún falta mucho camino por recorrer para comprender estas dinámicas locales. En el fondo, las disputas entre los receptores con jueces de paz y los comisarios de campaña versaban, en muchos casos, sobre cuestiones que excedían al ejercicio de sus oficios y tenían un carácter más bien personal. Un estudio en profundidad del tema requiere la reconstrucción de sus vínculos, las redes sociales en la que cada uno se hallaba inmerso y sus intereses en juego.
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